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¿Ayudar a deportar a inmigrantes 
indocumentados o ampliar las protecciones? 
POR  LIVI STANFORD
HARTFORD COURANT. 

M
ientras los repu-
blicanos de Con-
necticut piden la 
derogación de 

partes de la ley que limitan 
la cooperación de las fuerzas 
del orden para ayudar a los 
agentes federales a arrestar y 
deportar a inmigrantes indo-
cumentados, los demócratas 
también buscan cambios.

Los defensores de los in-
migrantes piden protecciones 
más fuertes bajo la Ley Trust 
en respuesta a los planes del 
presidente Donald Trump de 
deportaciones masivas de in-
migrantes indocumentados y 
la creación de un registro que 
requiera que esos inmigrantes 
se registren por sí mismos o 
podrían enfrentar un proceso 
judicial.

“Nuestra comunidad está 
bajo ataque”, dijo Juan Fon-
seca-Tapia, director de cam-
paña de la campaña Trust Act 
NOW!. “Las personas están 
siendo secuestradas de sus 
familias. Las familias están 
siendo destruidas y están 
asustadas. Esta es una crisis 
que realmente puede afectar al 
estado y a la gente del estado”.

Trust Act NOW! La cam-
paña se unió a otros grupos en 
el estado, incluida la ACLU de 
Connecticut y la Federación 
Hispana de Connecticut, para 
abogar por enmiendas a la Ley 
Trust, que limita la coopera-
ción de las fuerzas del orden 
con los agentes federales de 
inmigración, prohibiéndoles 
arrestar o detener a un indivi-
duo de acuerdo con una orden 
de detención de inmigración a 
menos que ese individuo haya 
sido condenado por un delito 
grave de Clase A o B o identi-
ficado como una posible coin-
cidencia en la Base de Datos 
de Detección de Terroristas 
federal, según la ley.

La mayoría de los legis-
ladores demócratas han ex-
presado su apoyo al forta-
lecimiento de la Ley Trust, 
mientras que los republicanos 
continuaron oponiéndose a la 
ley, diciendo que protege a los 
inmigrantes indocumentados 
que cometen delitos y pidien-
do reformas para alinearla con 
las políticas de Trump.

Bajo la propuesta de los 
defensores de la inmigración, 
se agregarían nuevas pro-
tecciones para proteger las 
licencias de conducir de los 
inmigrantes indocumentados 
y la información de atención 
médica de Husky de los oficia-
les de ICE, dijo Fonseca-Tapia.

Además, los defensores 

dijeron que también quieren 
codificar la ley para garantizar 
que se aplique la Ley Trust; y 
por último, buscan crear una 
junta de supervisión que per-
mita una mayor transparencia 
y un proceso uniforme en todo 
el estado para que los departa-
mentos de policía informen las 
solicitudes que reciben de las 
autoridades de inmigración.

El senador Gary Winfield, 
demócrata de New Haven, 
copresidente del Comité Con-
junto sobre el Poder Judicial, 
que redactó la Ley de Con-
fianza en 2013, dijo que es 
importante garantizar que la 
Ley de Confianza sea lo más 
sólida posible.

Dijo que el comité estaba 
trabajando en dos proyectos 
de ley, uno que incorporaría 
algunas de las disposiciones 
que piden los defensores de 
la inmigración y otro que 
abarcaría las propuestas re-
publicanas, lo que permitiría 
al público en las próximas 
semanas ver las opiniones de 
ambos lados del tema.

El fiscal general William 
Tong dijo en un correo elec-
trónico que los criminales 
violentos que están aquí ilegal-
mente deberían ser arresta-
dos, procesados, condenados 
y deportados.

“No creo que haya un de-
bate real sobre eso”, dijo. “La 
Ley de Confianza de Connecti-
cut refleja la proposición poco 
destacable de que la aplicación 
de la ley de inmigración es 
responsabilidad del gobierno 
federal, no de la policía estatal 
y local”.

Mientras tanto, los le-
gisladores republicanos han 
presentado proyectos de ley 
que modifican la ley de inmi-
gración del estado, incluida la 
HB 6510, que permitiría a las 
agencias policiales retener a 
un inmigrante indocumentado 
de acuerdo con una solicitud 
de detención de ICE hasta 48 
horas cuando dicho individuo 

haya sido acusado de un delito 
grave de clase A, B o C o de un 
delito menor de clase A, según 
el proyecto de ley.

“La Ley Trust no debe 
usarse como escudo para 
proteger a las personas que no 
respetan la ley”, dijo el líder de 
la minoría de la Cámara de Re-
presentantes, Vincent J. Can-
delora, republicano de North 
Branford. “Nuestra propuesta 
es muy calculada y cuidadosa. 
No estamos pidiendo arrestos 
masivos ni deportaciones 
masivas. Creemos que cuando 
alguien está involucrado en un 
delito, la policía debe tener la 
capacidad de comunicarse con 
los oficiales federales cuando 
se considere apropiado”.

Candelora dijo que no tiene 
sentido que “no vamos a per-
mitir esa comunicación cuando 
hay inmigrantes involucrados 
y la permitimos cuando hay 
ciudadanos estadounidenses 
involucrados. La distinción 
no tiene ningún sentido más 
que una declaración política 
imprudente”.

Winfield expresó sus pre-
ocupaciones sobre el proyecto 
de ley propuesto por los repu-
blicanos.

“No estoy a favor de eso 
porque un arresto y una 
condena son dos cosas dife-
rentes”, dijo. “Puedes ser 
completamente inocente y 
ser arrestado. Lo sabemos. 
Hemos visto a personas que 
son condenadas y resultan ser 
inocentes”.

Pero el líder de la minoría 
republicana en el Senado, 
Stephen Harding, dijo que la 
legislación tenía sentido.

Harding dijo que, como 
mínimo, la ley debe revisarse 
para que no proteja a los que 
él llama criminales violentos.

“El hecho de que tenga-
mos demócratas que buscan 
duplicar esa política e incluso 
expandirla es aterrador”, dijo. 
“Me parece desconcertante 
que quieran expandirla más 

allá de lo que ya existe. Si co-
metes un crimen violento en 
este país y eres indocumenta-
do, deberías ser deportado”.

El representante Antonio 
Felipe, demócrata de Brid-
geport, dijo que la Ley de 
Confianza asegura que a los 
inmigrantes se les dé el debido 
respeto como seres humanos.

“La mayoría de nosotros 
siempre hemos estado a favor 
de garantizar que las personas 
que cometen delitos graves o 
son un peligro para la sociedad 
sean tratadas y enviadas de re-
greso a casa al salir de nuestra 
prisión”, dijo. “Nuestra pobla-
ción inmigrante contribuye 
mucho en impuestos. Con-
tribuyen mucho a la calidad 
de vida en sus vecindarios a 
pesar de algunas de las cifras 
que aparecen en el otro lado”.

Dijo que está a favor de 
mantener la Ley Trust como 
está, pero también apoya for-
talecerla para proteger la dig-
nidad y la decencia humanas.

“La Ley Trust tiene como 
objetivo garantizar que las 
personas tengan algunos de-
rechos en el estado de Con-
necticut como comunidades 
inmigrantes”, dijo.

Pero el senador Rob Samp-
son, un republicano de Wol-
cott, presentó una propuesta 
de ley, SB 1135, para derogar 
la Ley Trust, y agregó que 
está contento de que Trump 
esté abordando la inmigración 
ilegal.

Muchos residentes de 
Connecticut están luchando 
por sobrevivir debido a la falta 
de asequibilidad, dijo, y “todo 
el dinero que gastamos en in-
migración ilegal está creando 
un impacto en nuestra viabili-
dad económica como estado”.

El Courant descubrió en 
noviembre del año pasado que 
es difícil cuantificar cuánto 
gasta el estado en inmigración 
ilegal, pero los republicanos 
han repetido una cifra de la 
organización sin fines de lucro 
antiinmigración Federation 
for American Immigration 
Reform en el último mes.

El grupo proyectó que la 
inmigración ilegal le costaría 
a los contribuyentes estatales 
1.280 millones de dólares en 
2023. Pero esa información 
se basaba en una población de 
inmigrantes indocumentados 
de 167.000 cuando la población 
está entre 113.000 y 150.000, 
afirma además el artículo del 
Courant.

Y aparte de la expansión 
de HUSKY para niños indo-
cumentados, los inmigrantes 
indocumentados no pueden 
recibir otros tipos de bene-
ficios públicos, aunque sus 
impuestos contribuyen a los 
programas. En 2022, la po-
blación indocumentada de 
Connecticut pagó un estimado 
de 406.400.000 dólares en 
impuestos estatales y locales, 
según un informe de 2022 
del Instituto de Impuestos y 

Política Económica.
“El partido mayoritario 

ha seguido combatiendo esta 
política año tras año, a pesar de 
que es una buena política pro-
cesar y ayudar a las autorida-
des federales de inmigración 
cuando se trata de criminales”, 
dijo Sampson.

Algunos demócratas han 
manifestado su apoyo a una 
ley propuesta por el repre-
sentante Christopher Rosario, 
demócrata de Bridgeport, que 
cambiaría la Ley Trust para in-
cluir ciertos delitos graves de 
clase C y D, específicamente 
aquellos que plantean riesgos 
significativos para la seguridad 
pública.

“Esta expansión nos per-
mitiría mantener tanto la 
compasión como la justicia 
en nuestro enfoque”, dijo 
Rosario.

Dijo que si bien la Ley 
Trust está ayudando a generar 
confianza entre las fuerzas del 
orden y la comunidad inmi-
grante, la seguridad pública 
sigue siendo una prioridad 
máxima y quiere asegurarse 
de que quienes cometen de-
litos graves de clase C y D 
enfrenten las consecuencias 
de sus acciones.

El representante Geraldo 
Reyes, demócrata de Water-
bury, apoya el proyecto de ley 
de Rosario.

“Si estás aquí cometiendo 
crímenes atroces y has sido 
sentenciado y vas a ser libe-
rado, vas a ser deportado”, 
dijo. “Queremos que esos 
criminales se vayan de allí”.

Reyes dijo que si bien ha 
habido rumores desenfre-
nados de que ICE detiene a 
personas que no tienen ante-
cedentes penales, no se han 
confirmado informes creíbles.

Winfield dijo que ahora 
es un buen momento para 
analizar la Ley de Confianza y 
asegurarse de que responda a 
la situación actual y a la época 
en que nos encontramos.

“No quiero ampliar el nú-
mero de exenciones a la Ley 
de Confianza”, dijo, y agregó 
que tampoco apoyaba el pro-
yecto de ley propuesto por 
Rosario.

Los legisladores de Connecticut tienen diferentes planes

El representante Howard, republicano de 
Stonington, habla en una conferencia de prensa 
sobre una propuesta para eliminar partes de la 
Ley TRUST del estado el 23 de enero de 2025. 
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